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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima- I5 de octubre de 20111

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interyuesto por don Edwar Ñaña Liza¡be
coltra la ¡esolución de lojas 86, de fecha 26 de marzo dc 2017, expedida por ia Sala
Mixta Dcsccntmlizada Permanente del Vraem de la Corte Superior dc Justicia de

^.yacucho 
que declaró improccdente la demanda de autos.

AMENl'OS

ntencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/ I C, publicada en el diario
[,] Perttuno el 29 de agosto de 2014. este T¡ibunal estableció, en el

amcnto 49, con carácter de precedcntc, que se cxpedirá sentencia interlocutoria
enegatoria, dictada sin más trámite, cuando se prescnte algüno de los siguientes

supuestos, que igualmcnte están contenidos en el afículo 11 del Reglamento
Normativo del Tribunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cüestión de De¡echo contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de De¡echo invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucio¡al.
d) Se haya decidido de mane¡a desestimato a en casos sustancialmente iguales.

2. En la sentencia emitida en el Expediente 00168-2005-PC/TC, publjcada en el diario
oltcial El Peruano e17 de octub¡e de 2005, este Tribunal, en el marco de su funció¡
de ordeflación, prccisó, con carácter vinculante, los rcquisitos mínimos comunes
qüc debe cumplir el mandato contenido en una norma legal y en un acto
administrativo para quc sea exigible a través del proceso constitucional de
cumplimiento.

3. En los fundamentos 14 a 16 de la sentencia precitada, que constituyen precedente,
conlorme a lo p¡cvisto en el arlículo VII del l'ítulo Preliminar del Código Procesal
Constitucional, este Tribunal estableció que para que el cumplimiento de una no ra
lcgal o la ejecLrción de un acto administmtivo sean cxigibles a havés de cstc
proccso constitr¡cional, es preoiso que, además de la renuencia del funcioncriu ,,,

autoridad pública, el ma¡dato previsto en Ia ley o en un acto administrati\ o reunc
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los siguientes ¡equisitos: a) ser un mandato vigente; b) ser un mandato cierto y
claro. es decir, debe inferirsc indubitablemente de la norma legal; c) no estar sujeto
a controversia conpleja ni a intcrprctaciones dispares; d) ser de ineludiblc y
obligatorio oumplimicnto: y e) ser incondicional. Excepcionalmcnte, podrá tmtarse
dc un mandato condicional, siempre y cuando su satisfacción no sea compleja y no

de actuación probatoria. Adicionalmente, para cl caso del cumplimiento de
s administrativos, además de Ios requisitos minimos comunes mencionados,

berá: f) reconocer un de¡echo incueslionable del reclamante y g) permitir
vidualizar al beneficiario

4. En el presente caso, la pretensió¡l de la parte demandante tiene por objeto que se
cumpla col1 lo dispuesto en ]a Resolución Directoral 02400, de fecha 31 de agosto
de 2016, y que, en consecuencia, se abone la suma de S/. 86 244.92 por concepto de
bonilicación especial mensual por preparación de clases y evaluación equivalente al
30 o/o de su ¡emuncración total (l 4), los intereses legales y los costos del proceso.
Dicha pretensión no puede ser atendida eü esta sedc constitucional porque el
mandato cuyo cumplimiento sc exige se e¡cuentra sujeto a contaoversia comp]cja y
¡o permite reconocer un derecho incuestionable del reclamante, ya que el Tribunal
del Servicio Civil cn el precedente administrativo, Resolución dc Sala Plena 001-
2011-SERVIzuTSC, excluyó a la bonificación espccial mensual por preparación de
clases y cvall¡ación de los beneñcios en los cuales sí se aplica para su cálculo la
remuneración totai. Asimismo, se dcbe tener en cuenta que ei añículo 48 de la Lcy
del P¡olesorado 24029 se encuentra actualmente derogado, de conformidad con lo
dispuesto en la Décima Sexta Disposición Complemenlaria Transito a y Final de la
I-ey 29944. Por tanto, lo solicitado contradice los supuestos dc procedencia
establecidos cn la senlencia emitida en el Expediente 00168-2005-PC/TC.

5. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 4 supra, se ve ñca quc
el presentc recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987,2014-
PA/IC y en el inciso c) del artículo II del Reglamento Nomativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, coüesponde dcclarar, sin más trámite, improcedentc
<l returso dc agrar io conslilucional.

Po¡ estos fundamentos, el lribunal Constitucional, con la autoridad que le
conficre la Constitución Politica del Perú, y la paficipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Bane¡a, convocado para dirimir la discordia suscitada por cl voto singuiar del
magistrado Ferrero Costa,

TRTBUNAL CONSTTTUCION AL,,,.,.'
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RESUELVE

Declarar IMPROCEDINTE el recuNo de agravio constitucional

Publíquese y notifiquese

SS.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABO
ESPINOSA-SALDAÑA
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VOTO SINGULAR DIiL MACISTRADO FERRERO COSTA

Con ia potestad que me otorga la Constitución, y con cl mayor respeto por la ponencra

de mi colega magistrado, enito el presente voto singular, para expresar respetuosainente
quc disicnto dei precedente vinculanle eslabiecido en la Sentencia 00987-2014-PAtlC,
SENTENCIA INTERI-OCUTORIA DENEGA'IORIA, por los fundamentos que a
contiDuación cxpongo:
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Er, TRTBUIaL CoNSTlrucroNAL coMo coRTE DE REVISIóN o FALLo y No DE

CASACIóN

La Constitr¡ción dc 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia dc casación ], la Constitución dr: 1993 convi¡tió al Trjbunal Constitucional
en inslancia de fallo. La Constirución del 79, por p mera vez en nuetra historia
constitucional, dispuso la creaciól de un órgano zrd,hor, independiente del Poder
Judicial. con la tarea dc gar-antizar la supremacía coNtitucional y la vigencia plena
de los derechos iundamentales.

2. La Ley FuDdamentai de 1979 estableció que e} Tribunal de Garantías
Constitucionales era un ó¡gano de control de la Constitución, que tenía jurisdicció¡
en todo el territo¡io nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpu.t
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para faliar en fo¡ma deñnitiva sobre la causa. Es
decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
de¡er:hos reconoeidos cn Ia Constituciún.

3. En ese senlido, Ia Ley 23385, Ley Orgánica del I¡ibunal dc Garantías
Comtitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus añículos 42 al46, que
dicho órgano, al encontra¡ una resolución denegatoria quc ha violado la ley o la ha
aplicado e¡1 lbIma errada o ha incur¡ido en graves vicios p¡ocesales en la
tramilación y ¡esolución de la demanda, procederá a casa¡ la sentencia y, luego de

señalar la deñcicncia, devolve¡á los actuados a la CoÍe Suprema de Justicia de la
licpública (reenvío) para que emita nuevo fallo siguicndo sus lineamientos.
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los p¡ocesos constitucionales
mencionados.

firl

,1. Ill modclo de tutela ante amenazas y vulne¡ación dc dcrechos fue seriamentc
modilicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos dc tutcla dc dos a cüatro, a sabcr, habeas corpus, ar¡paro, hqbeas dala
y acciór'r de cunrplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constituciór1 lo
califica cróncamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante. en
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matcria de procesos constitucionales de la libertad. la Constituciól establcce que el
-lribunal Constitucional es instancia dc revisión o 1¡llo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,

prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "cofiocer, en úl¡ima y
de/initiNa ¡nsfancía, las resoluciokes cleneg(t¡oría| dicÍ^das en los procesos de

habeas corpus, ampuro, habeas data y acción de cumpl¡ iento". Esta disposición
constiiucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de qLrien se

estima amenazado o agraviado e¡ un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravelldría l¡andatos esenciales de la CoDstitución, como son el principio de

dct'ensa de Ia persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observancia del debido proceso y tufel¿r
jurisdiccional. Ninguna personLl puede ser destiada de la jurisdícción
predeterminada por la ley, ni sometida a procedítuieklo diitlinto de los previdmenle
establecidos, ni ¡uzgdd¿r por órgaruts jurisd¡cciondles de excepción ni por
comisiones especiales creddLts dl efecto c alquiera sea su denominación",
consagrada en cl artículo 139, inciso l.

6. Como se advierle, a diferencia de Io que acontece en olros países, en los cr¡ales el
acceso a la última inslancia constitucional tiene lugar por la vía del ceú¡orari
(Suprcma Corte de los Estados Unidos). en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingrcsar al fondo
en los llamados procesos de la libe¡tad cuando cl agraviado no haya oblenido una
prolección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si Io que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debc abrir Ia via correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse- Pero la aperlura de esta vía solo se p¡oduce si se permite al
pelicionante colaborar con los jueccs constitucionales medianle un pormenorizado
análisi" de lo que sc prclendc. dc lo quc.e inruca.

7. Lo constitllcioDal es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensai además, un Tribunal Constitucional constituye el más
eGctivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y p vados, lo cual evidencia el triunfo de Ia justicia lienle a la
arhitráriedad.

iltiltillLllllilllLllll
EXP. N." 0I770-20 I 8-PC/TC
AYACUCHO
EDWAR ÑAÑA LIZARBE

8. La adrninistración de justicia constitucional de la libe¡tad quc brinda el l'ribunal
Constil¡lcional, desdc su creación. es respetuosa, corno conespollde, del derecho de

lytt\

¡lr. Df,RECHo .\ sf,R oiDo cono NrANtr¡cs IACIóN D[ r,A DEMocRATrzacróN DE Los
PRocESos CoNS TUctoNAt,us Df LA I,IBERT^D
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delénsa inherente a toda pcrsona, cuya manilestación primaria es el derecho a ser

oido con todas las debidas garantías al intcrior dc cualquier proceso en ei cual sc

dcrcrminen tu. dcrechos. interescs ) obligacione..

9. Precisamente, mi alejamiento ¡especto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defénsa, la cual, sólo es

ef¡ctiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pefinentes, concrctándose ei principio de inmcdiación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sob¡c la iDtcrvención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de adminislrar justicia conslituye una manif¡stación del poder quc el
Eslado ostenta sobre las pelsonas, su e.jercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
inciuyc cl derecho a se¡ oido con las debidas garantías.

ll. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intercses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democnliza el proceso. De lo contÉrio, se decidiría sobre la esfera de interés de

una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su lávor, lo que resultaría
cxcluycnlc y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razoDos, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucionai se

legitima no por scr un t bunal de justicia, sino por la justicia de sus nzones, por
expresar de modo suliciente las r¿rzones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.
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12. En ese sentido, la Corte Interamericana de De¡echos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tratar al indiv¡duo en todo momento como
un yer¿ladero sujeto del proceso, en el mút umplict s¿tlliLlo de er¡e concepto, y no
simplemenle como objeto del mismo"t, y que "pora que exista drbido prr.'ceso legal
es preciso que un jusliciable pueda hacer valer sus derechos ), ¡lefender sus
tntercsct en.fotma efectiva, en cond¡c¡o es de igualdad procesal con oÍros
iutti, i,thl¿t"'

I CoÍe IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párafo 29.

' Cort. IDI{. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del21 de junio de 2002, párrafo 146.

IV
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NAr uRAr,rza PRocrisAL DII- RECURSo DE AcRAvIo CoNSTrrucloNAl,

13. l-.ll modelo de "instancia de 1¡110" piasmado en la Constitución no puede ser

desviñuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunales su intérprete suprcmo, pero no su reformador, toda

vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cu¿rndo se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada

"senlencia interlocutoria". el recurso de agravio constitucional (RAC) pierdc su

verdade¡a cscncia iuridica, ya que el T¡ibunal Constitucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recaliñcar" clrccurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Proccsal Constitucionai, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recu¡so. Esta es una competencia de la
Saia Sr¡perior del Poder Judioial. Al Tribunal lo que le coresponde cs conocer del

RAC y pronunciarse sobre el Iondo. Por ende. no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el con1lario de "conocer" 10 que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" cstablece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser acla¡ado, justiñcado y concretado en supuestos cspcciñcos, a saber,
identilicar en qué casos sc aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convicrte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
al¿ctar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de se¡
oído con las debidas garantías. pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentcs dc predictibilidad, al¡ctando notablemente a los justiciables, quicncs
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antcs de presenlar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, rz¡.¡ldÍis mulandis- el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PllC/TC). Del mismo modo, constitL¡ye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía pre!ia,
vias paralelas. litispendencia, invocación del de¡echo constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, cl hccho de que los procesos constitt¡cionales de la libertad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
l¡otivo para que se pueda desvi¡tuar la esencia principal del recu¡so de agravio
oonsiitucional.

N1
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19. Por tanto. si se ticne en cl¡enta que la justicia en sede constitucio¡al representa la

irltima posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales dc los

agraviados. voto a lávor de que en el prcsente caso se convoqüe a audiencia para la
vista. lo quc garantiza que el 'l ribunal Constitucional, en tanto iDstancia última y
definiliva, sea la adecuada para poder escuchar a las perconas afectadas en sus

dcrcchos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
cspecialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable

solo le queda el camino de Ia jurisdicción internacional de protccción de derechos

humanos.

20. Como alirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una delensa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
cntraña el acceso a la prcstación j\rrisdiccional, cada cual al defender su derecho

está defeldiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

e¡vilecida sin la proteccióí judicial auténtica".

FERRERO COSTA rwwT
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